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CNDH : Comisión Nacional de Derechos Humanos 
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CONPAZ: Coordinadora de Organismos No Gubernamentales por la Paz 
COSEVE: Comisión de Seguimiento y Verificación de los Acuerdos de Paz 
EPR: Ejército Popular Revolucionario 
EZLN: Ejército Zapatista de Liberación Nacional 
IMSS: Instituto Mexicano del Seguro Social 
INEGI: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática 
INI: Instituto Nacional Indigenista 
MIT: Megaproyecto del Istmo de Tehuantepec 
OIT/ILO: Organización Internacional del Trabajo 
PEMEX : Petróleos Mexicanos 
PRD: Partido de la Revolución Democrática 
PRI: Partido Revolucionario Institucional 
PROCAMPO : Programa para el Campo 
PROGRESA : Programa de Educación, Salud, y Alimentación 
SAGAR : Secretaría de Agricultura, Ganadería y Recursos Naturales 
SEDESOL: Secretaría de Desarrollo Social 
SEMARNAP : Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca 
SIPAZ : Servicio Internacional por la Paz 
UCIRI: Unión de Comunidades Indígenas de la Región del Istmo
INFORME SOBRE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
SÍNTESIS Y RECOMENDACIONES 
( Recomendaciones ) 

El presente informe intenta dar una visión global de la situación que los Pueblos Indígenas enfrentan en México hoy. A partir de casos concretos de diferentes partes del país, se pretende dar un ejemplo de la discriminación que viven estos pueblos debido a la pobreza, la falta de reconocimiento como culturas distintas y la escasa oportunidad que se les da para participar en el desarrollo del país. Vivimos en una cultura de desprecio hacia los grupos indígenas, en donde se les trata como ciudadanos de segunda clase y se busca siempre aprovecharse de ellos (por que no hablan español o porque se rigen por otros sistemas normativos distintos al nacional, etc.). Por otro lado, nos interesa llamar la atención sobre el incumplimiento del Convenio 169 de la OIT por parte del Estado Mexicano, ya que no se protegen los derechos consagrados en este convenio; no se promueve la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales de los pueblos; no se les ayuda a eliminar sus diferencias socioeconómicas, sino al contrario, cada vez son más pobres y son más discriminados; nunca se les consulta en cuanto a medidas que tome el gobierno y que les afecten; no se toman en cuenta sus costumbres al aplicarse la legislación nacional (aunque de acuerdo a la ley en los juicios penales es obligatorio un traductor para que los asista, en la práctica esto pocas veces sucede); no se les reconoce el derecho de propiedad y posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan ni se les dan facilidades educativas, de salud ni laborales. 

De acuerdo con los datos del XI Censo General de Población, realizado en 1990 por el Instituto Nacional de Geografía e Informática, en comparación con el resto del país, los pueblos indígenas tienen los niveles de marginación más altos. El 83% de los municipios indígenas del país reportan una alta y muy alta marginación. En los municipios eminentemente indígenas del país, la tasa de analfabetismo es del 43 por ciento, es decir, más de tres veces la media nacional, el 43 por ciento de su pobladores percibe ingresos por debajo de un salario mínimo y el 30 por ciento no percibe ingreso monetario alguno, cuadriplicando el promedio del país. Los programas gubernamentales no han sido suficientes para abatir esta marginación. 

Con la modificación del artículo 27 Constitucional se pierde la inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad de la tierra, características esenciales de ésta para las poblaciones indígenas. Más aún, se pierde la importancia cultural que une a los pueblos con la tierra comunal por el hecho de que sea posible privatizarla. La modificación al artículo 27 Constitucional es contradictoria, pues aún cuando contempla el derecho a la tierra de los pueblos indígenas, su ley reglamentaria ha propiciado que la propiedad colectiva de la tierra, base esencial de la cultura y vida de los pueblos, pueda ser privatizada, vendida o embargada. 

La ineficacia de la Secretaría de la Reforma Agraria y de la Procuraduría Agraria para resolver los conflictos de tierra, ha dado como resultado un rezago en el reparto agrario, otorgamiento de un mismo predio a diferentes ejidos y por lo mismo, enfrentamientos interétnicos o intercomunitarios. Por otro lado, contrastan las respuestas favorables a los terratenientes con el otorgamiento de certificados de inafectabilidad ganadera en Chiapas y las de dotación de tierra a comunidades indígenas que han tenido que esperar entre 20 y 50 años. 

La explotación maderera y minera por parte de compañías transnacionales en la Sierra Tarahumara en Chihuahua, han provocado la deforestación de la zona, donde las sequías son cada vez más fuertes y prolongadas, afectando la posibilidad de subsistencia del pueblo rarámuri. Igualmente en los Chimalapas (en el estado de Oaxaca y sus límites con el estado de Chiapas), la explotación de los recursos naturales de la zona ha afectado a las comunidades indígenas de la región, provocando enfrentamientos entre indígenas de Oaxaca y de Chiapas y la invasión de tierras por parte de ganaderos y madereros privados. 

El megaproyecto del Istmo de Tehuantepec recientemente anunciado por el gobierno mexicano, afectará el territorio de los pueblos indígenas de la región con la construcción de una autopista de 4 carriles, un tren bala y el desarrollo de 146 proyectos industriales, sin que los pueblos indígenas de la región hayan sido invitados para evaluar conjuntamente la incidencia social, espiritual, cultural y sobre el medio ambiente que este proyecto pueda tener sobre sus pueblos. 

La situación socioeconómica y cultural de los pueblos los ha obligado a migrar a las ciudades o a otras plantaciones donde se les discrimina y violan sus derechos laborales. Por ejemplo, en los campos de Tabaco de Nayarit, donde trabajan jornaleros migrantes huicholes, las condiciones laborales han empeorado debido al uso de plaguicidas tóxicos sin que haya habido ningún tipo de control por parte de las autoridades de salud o medio ambiente. A los jornaleros no se les informa sobre el uso de los plaguicidas y se permite que los usen niños y adolescentes sin ninguna protección, lo que ha causado intoxicaciones severas e incluso la muerte de varios de ellos. Además, el salario que se les paga a los indígenas es menor que el de los trabajadores mestizos y carecen de asistencia médica oportuna. Situaciones como ésta se han comunicado a las autoridades correspondientes sin que se haya obtenido una respuesta satisfactoria. 

El Estado Mexicano adoptó el Convenio 169 de la OIT en 1991. El 28 de enero de 1992, se añadieron al artículo 4o. de la Constitución y a algunas legislaciones estatales, algunos de los derechos estipulados en el Convenio referentes al reconocimiento pluricultural del país, a la protección y promoción de la lengua y cultura de los pueblos, la contemplación de sus prácticas y costumbres jurídicas en los juicios agrarios y penales; y, el pleno goce de los derechos que se estipulan en la legislación nacional en igualdad de oportunidades. Si bien en la ley se protege la cultura de los pueblos indígenas, no se garantizan los derechos económicos y sociales, así como su participación real y efectiva en las decisiones que los afecten. A esto se añade la carencia de una ley reglamentaria del artículo 4o. Constitucional que impide la aplicación de dichos derechos. 

En torno a la administración de justicia nos encontramos con casos de fabricación de delitos a partir de métodos de tortura; de procesos penales que carecen de traductores en la lengua del indiciado y en donde no es tomada en cuenta la costumbre jurídica indígena. 

Como ejemplo, en las cárceles de Putla, Juxtlahuaca y Tlaxiaco en Oaxaca donde el 82% de la población es indígena, se pudo constatar que en el 36% de los casos no se contó con defensor de oficio durante la averiguación previa y 31% no tuvieron traductor a pesar de necesitarlo, además de los servicios inadecuados de dichas cárceles. 

Por otro lado, entre diciembre de 1988 a diciembre de 1994, se registraron 18,031 violaciones a garantías individuales contra indígenas en diferentes estados de la república, encontrándose en primer lugar hostigamiento, seguido de detenciones ilegales, secuestro, lesiones, incomunicación, tortura y asesinato. 

La carencia de una legislación que contemple todos los derechos de los pueblos indígenas, el incumplimiento de las leyes existentes y las condiciones socioeconómicas de los pueblos en México, han provocado la emergencia de movimientos indígenas en diversas partes del país. Particularmente ha llamado la atención el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) que se levantó en armas el 1o de Enero de 1994 en el estado de Chiapas. A partir del mes de febrero de 1994 se ha tratado de que exista un diálogo entre el Gobierno Federal y el Ejército Zapatista para terminar con la guerra, sin embargo, éste ha sido numerosas veces interrumpido. 

A partir del 9 de Febrero de 1995 el Ejército Mexicano ha invadido el Estado hasta cercar los municipios del conflicto. Instaló 30 campamentos donde viven 60, 000 militares afectando a las comunidades con elementos ajenos a ellos como lo son la prostitución forzada de las mujeres indígenas, la violencia y el alcoholismo. A esto se añaden la beligerancia de los grupos paramilitares Paz y Justicia y Los Chinchulines que han sido tolerados y respaldados por las mismas autoridades, y, las detenciones realizadas sobre 18 personas acusadas de ser miembros del EZLN que en su mayoría fueron torturadas. 

A pesar de que el proceso de paz se ha enmarcado en una guerra de baja intensidad, el 16 de febrero de 1996, se firmaron los Acuerdos de San Andrés sobre Derecho y Cultura Indígena entre el EZLN y el Gobierno Federal los cuales se basaron en el Convenio 169 de la OIT. En ellos se estableció que el gobierno impulsaría reformas constitucionales y una nueva legislación que reconociera el derecho a la libre determinación de los pueblos "en un marco de autonomía asegurando la unidad nacional" sin embargo, estos acuerdos no han sido cumplidos por el rechazo del Presidente de la República C. Ernesto Zedillo Ponce de León a la propuesta de legislación indígena elaborada por la Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA). Esta situación ha estancado el proceso de paz en Chiapas impidiendo también tener una legislación que facilite el ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas. 

La situación de guerra y represión no se localiza tan solo en el Estado de Chiapas. Actualmente las violaciones se ven agravadas por el surgimiento del Ejército Popular Revolucionario (EPR), aparecido el 28 de junio de 1996, en varios estados de la República. Como ejemplo de lo que acontece, en las labores de inteligencia militar, elementos del Ejército, policía estatal y personas no identificadas han intimidado a comunidades indígenas de lengua náhuatl y torturado a algunos de sus integrantes en el Estado de Guerrero buscando información sobre los presuntos miembros del EPR. De la misma forma en la comunidad de San José Paraíso, Tehuantepec, Oaxaca se ha intimidado a miembros del Centro de Educación Campesina acusándolos de pertenecer a un grupo armado cuando en numerosas ocasiones dicha organización ha proclamado las vías pacíficas de solución. 

A partir del levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional y del Ejército Popular Revolucionario se ha atentado contra la vida y la integridad corporal de indígenas ajenos al conflicto y la vida de las comunidades por parte de elementos del Ejército Mexicano, otros cuerpos policiacos y paramilitares. El Artículo 3o, común a los cuatro Convenios de Ginebra, no se ha respetado por parte de las Autoridades Gubernamentales, con lo que se obstaculiza el proceso de paz y el establecimiento de un Estado que respete los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

Recomendaciones 
1. - Se sugiere que el Estado Mexicano respete sus compromisos internacionales, en especial el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. 

2. - Que se hagan válidos los Acuerdos de San Andrés, se lleve al Congreso la respectiva legislación propuesta por la COCOPA sobre derechos y cultura indígena. 

3.- Se modifique el artículo 27 para llevarlo a su espíritu original de inembargabilidad, imprescriptibilidad e inalienabilidad de la tierra para proteger a las comunidades indígenas de la pérdida de su propiedad colectiva, y, añada a las legislaciones estatales los derechos de los pueblos indígenas. 

4. - Con respecto a la justicia agraria y la protección del territorio de los pueblos indígenas se sugiere que el gobierno mexicano sea efectivo en la resolución de los conflictos agrarios, lleve a cabo un análisis del problema agrario que tome en cuenta la idiosincracia particular de las comunidades así como los problemas que enfrentan y las necesidades que los aquejan. 

5. - Que el Estado Mexicano modifique su política social y económica, pues no responde a la situación de pobreza de los pueblos indígenas que va en detrimento, para que resuelva los problemas de salud, educación, alimentación, vivienda, trabajo y propiedad colectiva. 

6. - En torno a la administración de justicia se propone al gobierno de México que realice las reformas necesarias a su Constitución para que se dé la debida separación de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial para una impartición de la justicia imparcial; que disponga los suficientes traductores en los juicios donde intervenga una parte indígena para evitar juicios en un idioma ajeno al del presunto responsable así como disponer el adecuado personal para hacer los peritajes antropológicos cuando así se requiera para el respeto del derecho a la justicia que tienen los distintos pueblos indígenas que componen el país. 

7. - Se sugiere que las autoridades inviten a los pueblos indígenas a efectuar estudios conjuntos para evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos y consulten a los pueblos en caso de proyectos de desarrollo que afecten el territorio que ocupan. En especial se propone que el gobierno someta a referéndum nacional el Megaproyecto del Istmo de Tehuantepec. 

8. - Se recomienda al Estado Mexicano que garantice a los trabajadores pertenecientes a los pueblos indígenas una protección eficaz en cuanto a la contratación y condiciones de empleo. Se hace mención especial del uso de los plaguicidas por parte de los jornaleros agrícolas para que el gobierno capacite acerca del manejo, transporte, almacenamiento, uso de los plaguicidas y riesgos generales a la salud y medio ambiente proporcionando condiciones de seguridad a los jornaleros (1) 

9. - Se sugiere que el gobierno de México investigue y si es el caso castigue y remueva a los funcionarios, elementos del Ejército Mexicano y de Seguridad Pública que se encuentran involucrados en todas aquellas violaciones a los derechos humanos que han quedado impunes, incluso aquellas relacionadas con la guerra desatada desde el 1o de enero de 1994. 

10. - Que el gobierno mexicano deje de avalar las acciones cometidas por los grupos paramilitares, investigue y castigue conforme a derecho a aquellos miembros que han cometido graves violaciones a los derechos humanos y que han quedado impunes. 

11. - Que la Comunidad Internacional vigile que el Estado Mexicano respete los derechos civiles, políticos, sociales, económicos, culturales y de medio ambiente de los pueblos indígenas para mejorar su calidad de vida. 

INTRODUCCIÓN 
El presente informe describe la situación que guardan en México los Derechos de los Pueblos Indígenas con respecto al Convenio 169 de la OIT. A partir de casos concretos se pretende dar un ejemplo de la discriminación que viven estos pueblos debido a la pobreza, la falta de reconocimiento como culturas distintas y la escasa oportunidad que se les da para participar en el desarrollo del país. 

En la primera parte del informe se muestran estadísticas (del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e informática- INEGI) sobre la situación económica y social de los Pueblos Indígenas en el país. 

En la segunda parte se hace una descripción de las reformas al artículo 27 Constitucional. Se explica como con la modificación se pierde la inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad de la tierra, características esenciales de ésta para las poblaciones indígenas. 

Por otro lado, se exponen varios casos de violación a derechos humanos de pueblos indígenas en distintos estados del país. En algunos casos se presentan problemas de administración agraria, otros, como el del Istmo de Tehuantepec en Oaxaca, de las consecuencias de los proyectos de modernización para las poblaciones indígenas y otro sobre sustancias tóxicas e indígenas, como es el caso de el pueblo huichol en el estado de Jalisco. 

También se hace un análisis de la reforma al Artículo 4o. Constitucional, y la carencia de una ley reglamentaria que permita la aplicación de los derechos ahí reconocidos. Se hace una descripción de la situación de tres cárceles visitadas en el estado de Oaxaca y la situación de las garantías individuales de los indígenas en México. 

En la última parte del informe se toca el tema de Chiapas, a partir de un resumen de la situación de la guerra, las estadísticas socioeconómicas en el estado y el proceso de pacificación, incluyendo los hechos posteriores a las elecciones. También se presenta información sobre violaciones en el contexto de Guerra de Baja Intensidad en Oaxaca y Guerrero.

SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE MÉXICO 

De acuerdo con los datos del XI Censo General de Población, realizado en 1990 por el INEGI y las valoraciones de la subdirección de Investigación del Instituto Nacional Indigenista (INI), en México hay asentamientos indígenas en los 31 estados de la República estimándose la cantidad de 8,701,688 personas pertenecientes a 56 pueblos distintos. Una tercera parte de los municipios en el país tienen más del 30% de la población indígena. 

El 83% de los 803 municipios indígenas del país reportan una alta y muy alta marginación, mientras que el 17% son de baja y media marginación y sólo un municipio reporta marginación muy baja. En los municipios eminentemente indígenas del país, la tasa de analfabetismo es del 43 por ciento, es decir, más de tres veces la media nacional; el 58% de los niños de 5 años no asiste a la escuela (2) y cerca de la tercera parte de la población de 6 a 14 años no saben leer y escribir. El ingreso de la población ocupada en los municipios indígenas es bajo: el 43 por ciento percibe ingresos por debajo de un salario mínimo y el 30 por ciento no percibe ingreso monetario alguno (cuadriplicando el promedio del país). En comparación con el resto del país, los pueblos indígenas tienen los niveles de marginación más altos. (3) 

Por lo anterior, dos terceras partes de los municipios indígenas tienden a expulsar la población, al registrarse un 43% como municipios de fuerte expulsión y 18.5% como de expulsión. Sólo una séptima parte registra equilibrio migratorio mientras que casi una cuarta parte son considerados de atracción. Esto ha provocado que los indígenas migren hacia Estados Unidos en busca de trabajo o hacia las grandes ciudades trabajando como vendedores ambulantes, en plantaciones, en las maquiladoras e incluso en la prostitución (4) lo cual ha provocado un estado mayor de discriminación. 

Para abatir la pobreza, desde 1988 a 1994, se crearon programas por parte del Instituto Nacional Indigenista y la Secretaría de Desarrollo Social en los que se pretendió canalizar recursos para el desarrollo de los pueblos indígenas bajo un esquema participativo y de corresponsabilidad, sin embargo, el proceso de apertura comercial aunada al retiro de los subsidios en el campo y lo reducido de los recursos destinados a las regiones de extrema pobreza condujo a que no repercutiera en el impacto económico de las comunidades y representara una actividad más dentro de sus estrategias de sobrevivencia. (5) En los últimos años no se ha visto un cambio en la política hacia los indígenas: los recursos destinados aún son insuficientes para abatir los grados de pobreza en los que viven las comunidades. 

El 6 de Agosto de 1997, el presidente Ernesto Zedillo anunció el Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), con un presupuesto de 1,200 millones de pesos (150 millones USD). Los beneficios serán destinados en principio al 5% de las 17 millones de personas que viven en pobreza extrema. Se darán becas para estudio, un paquete básico de servicios de salud y se canalizará un apoyo de 3 pesos diarios (0.35 USD) por familia para mejorar la alimentación. El presupuesto en 1996 destinado a la Secretaría de la Defensa Nacional fue de 11 122 millones de pesos (1,390 millones USD) y para la armada 3 849 millones de pesos (481 millones USD). 

DERECHO A LA TIERRA, TERRITORIO Y RECURSOS NATURALES 
- Modificaciones al artículo 27 Constitucional: Atentado contra la propiedad colectiva de las tierras. 
-Conflictos Agrarios. 
-Tenecia de la Tierra. 
-Sierra Tarahumara. Chihuahua. 
-Chimalapas, Oaxaca. 
-El Megaproyecto del Itsmo de Tehuantepec, Oaxaca. 
-Exposición a Plaguicidas y condiciones de trabajo. 
-Caso del Pueblo Wixárica o Huichol. 
-Los plaguicidas en los campos de Tabaco. 
-Jornaleros migrantes, trabajadores sin derechos. 
-Recomendaciones sobre Plaguicidas. 
Modificaciones al artículo 27 Constitucional : Atentado contra la propiedad colectiva de las tierras. 
El 3 de enero de 1992 se modificó el artículo 27 Constitucional. A pesar de que el espíritu de este artículo es la justicia, la defensa de lo propio y la resistencia contra el abuso y el acaparamiento para cuidar la conservación de la distribución equitativa (como se señala en la exposición de motivos de la reforma que se llevó a cabo a esta disposición), dicha modificación atenta contra estos principios y pone en riesgo la seguridad de la propiedad de la tierra de los pueblos. La reforma agraria en México se inició con la restitución de las tierras a los pueblos a partir de la ley del 6 de enero de 1915. Durante los años veinte se estableció la parcela individual inalienable e intransferible (excepto por herencia) distinta al común indivisible que beneficiaba económica y socialmente a la comunidad. A medida que la demanda de reparto de la tierra aumentó, se concedieron tierras en lugares más lejanos, creando así nuevos núcleos de población. De esta forma, el ejido se conformó por tres áreas básicas; el centro de población, el área común y las parcelas. Así, aunque existía la propiedad particular, no dejó de haber un espacio común que siempre ha jugado un papel vital en la estructura de la comunidad (tanto económica como socialmente). 

Antes de la modificación al artículo 27, la forma comunal estaba garantizada, ya que las sociedades mercantiles no podían ser propietarias de los terrenos rústicos y no se preveía la asociación entre los ejidatarios y comuneros y entre éstos con el Estado o terceros para otorgar el uso de sus tierras. Asimismo, la fracción VII protegía la propiedad comunal de las tierras, bosques y aguas. A partir de la reforma se prevé que los ejidatarios transfieran sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo de población y aunque sólo el ejido puede privatizarse, las comunidades pueden pasar a ser ejidos, de acuerdo a la ley Agraria de febrero de 1993. De esta forma, la propiedad comunal de los pueblos, que estaba antes protegida por la ley, ahora puede privatizarse y deja de tener sus características elementales (inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad). Ahora ya no existe una forma de propiedad indígena y la integridad de sus tierras se ha perdido por el hecho de que puedan privatizarse. 

A pesar de que la población del país crece constantemente y de que las circunstancias del país cambian, esto no significa que ante esta situación se deban ceder los derechos de los pueblos. Creemos que justamente por los cambios que estamos viviendo en el país ante la globalización y la apertura de los mercados y las fronteras, los derechos humanos de los grupos más desprotegidos (especialmente) deben respetarse y protegerse. Antes de la modificación, la ley garantizaba la propiedad colectiva de la tierra ya que la forma comunal o ejidal aseguraba a los indígenas su medio básico de sobrevivencia económica, política, social y cultural (contemplada en el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y artículo 2o del Convenio 169 de la OIT). Sin embargo, hoy en día, los indígenas y campesinos han perdido su sustento elemental, ya que ahora, en nombre de la libertad de asociación se abren las puertas para que sea posible cometer más abusos contra ellos. Es importante señalar que nos parece indispensable que el campo se modernice, sin embargo, no creemos que por esta razón se justifique la desprotección de los pueblos indígenas y sus tierras. 

El argumento para llevar a cabo la reforma es que los campesinos e indígenas tendrán libertad para poder vender o rentar su tierra, así como asociarse con organizaciones mercantiles para obtener mayores ganancias. Sin embargo, la realidad y el contexto de la situación de los indígenas en México solo ha permitido que sean los sectores más marginados y discriminados del país, mientras que otros grupos de poder local (mestizos generalmente) se aprovechan para reclamar tierras que no les pertenecen dejando a los indígenas sin su medio de sustento básico, que es la tierra. Es importante señalar que la tierra no es un factor mercantil para los indígenas sino que representa una forma de vida que no tiene sentido si no se lleva a cabo dentro de su propio territorio común. La tierra representa el alimento, la medicina, el lugar sagrado, el espacio para compartir y vivir en comunidad. Sin su tierra, los indígenas no podrían desarrollar su cultura y los pueblos desaparecerían. Es por esto que al violarse el derecho a la propiedad comunal y ejidal de la tierra anulando la inembargabilidad, imprescriptibilidad e inalienabilidad de la misma se violan otros derechos como la alimentación, la salud y la cultura. Asimismo, los grupos de poder local y regional, en ocasiones aliados con empresas, obtienen mediante engaños tierras para su explotación y comercialización que antes formaban parte de la vida de los pueblos. (Art. 13 del Convenio 169 de la OIT).

Conflictos Agrarios. 

Sumada a la modificación del artículo 27, encontramos la ineficacia de la Secretaría de Reforma Agraria y de la Procuraduría Agraria para resolver los conflictos de tierra. En ocasiones dichas instituciones no integran debidamente los expedientes o retrasan la integración de las averiguaciones previas por casos de invasión de propiedad, despojo, rezago en el reparto agrario u otorgamiento de un mismo predio a diferentes ejidos. Existen miles de predios (cuyas propiedades fueron entregadas por resoluciones presidenciales que datan de hace más de tres décadas) que aún no reciben sus títulos de propiedad. Muchas veces las soluciones de las autoridades no han podido ir a la causa del problema además de ser comunes los problemas técnicos como la deficiente demarcación de límites entre los estados. 

Como consecuencia de la carencia de análisis y problemas técnicos, en ocasiones no hay congruencia entre las diferentes resoluciones presidenciales que dotan de tierra a las comunidades indígenas, ya que son comunes los casos en que se asigna un mismo predio a más de una comunidad; lo que demuestra el reparto agrario se hacía en ocasiones sin un análisis cuidadoso de la situación agraria del país. Este es un punto que nos preocupa porque debido a ello persisten los enfrentamientos interétnicos o intercomunitarios 

Muchos de estos conflictos se vuelven disputas violentas entre las comunidades con la consecuente represión de grupos de poder local o la intervención de Seguridad Pública y el Ejército. Existen numerosos ejemplos sobre la dilación de la justicia en cuanto al derecho a la tierra, como las disputas por límites de tierras en la Sierra Sur de Oaxaca, en las localidades de Santiago Amoltepec, Santa Cruz Zenzontepec, Santa María Zaniza y Santiago Textitlán, donde se ubican pueblos mixtecos, chatinos y zapotecos que desde 1944 por problemas de tierra han registrado 300 muertos. En 1986 hubo un enfrentamiento entre zapotecos y mixtecos de Santa María Zaniza y Santiago Amoltepec con 28 muertos. Este conflicto continuó hasta que hubo otro enfrentamiento el 24 de mayo de 1995. Se pidió la intervención del Gobernador del Estado, Diódoro Carrasco por la gravedad del asunto y se instalaron mesas de trabajo para solucionar el problema. Asimismo, se creó una Comisión mediadora presidida por el arzobispo Bartolomé Carrasco. La postura gubernamental propició mayor división entre las comunidades, que volvieron a la violencia al ser asesinado el presidente municipal del Santa María Zaniza, Próspero Cristóbal López el 17 de septiembre. Hasta la fecha no se ha solucionado el problema agrario.

Tenencia de la Tierra. 

La negligencia de algunas autoridades públicas se ha mostrado tanto en los ministerios públicos como de funcionarios de la Secretaría de la Reforma Agraria (a diversos niveles que van desde subsecretarios hasta delegados locales). Dichos funcionarios no dan el seguimiento adecuado a las demandas presentadas por los indígenas: archivan los expedientes sin realizar las averiguaciones correspondientes; no realizan los procedimientos de inspección ocular ni los levantamientos topográficos, etc. También se ha sabido de casos en que funcionarios públicos presentaron declaraciones o documentación falsa o incluso, recurren a la intimidación y a la presión (en casos a través de la violencia física), abusando de su autoridad y aprovechándose de la vulnerabilidad de los indígenas, a fin de que acepten acuerdos que los perjudican. 

Lo anterior se puede comprobar haciendo un análisis de las Recomendaciones sobre la violación a Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas en materia agraria (6) 
Esta misma negligencia se puede observar en la lentitud con que el gobierno mexicano ha respondido a las comunidades indígenas de Chiapas durante muchas décadas. Por ejemplo, 79 comunidades de la Selva Lacandona tuvieron que esperar más de 20 años para que se les entregara la tierra solicitada. Otras 66 tuvieron que esperar entre 20 y 39 años la respuesta a sus demandas de dotación y ampliación de tierras. La comunidad El Paraíso, en Las Margaritas, tuvo que esperar 40 años ; El Nopal, en Ixtapa, 42 años ; Tamaulipas, ahora Joaquín Amaro, en Pijijiapan, 43 años ; Las Delicias, en Trinitaria, 45 ; la comunidad de Santa Rosa, hoy Morelos, en Tonalá, 46, y El Letrero, en Siltepec, 53 años. Esto contrasta con la celeridad de las respuestas a favor de terratenientes : por ejemplo, tan sólo durante el gobierno del general Absalón Castellanos (1982-1988) se otorgaron en Chiapas 7,646 certificados de inafectabilidad ganadera y con igual prontitud se pagó durante 1994 a finqueros la compra y renta de tierras o la indemnización por predios afectados con invasiones a raíz del surgimiento del EZLN; en este último caso se llegó al extremo de comprar, rentar o indemnizar a terratenientes cuyas propiedades se hallaban no sólo fuera de Las Cañadas, sino en el otro extremo del estado, en los Chimalapas, en los límites con Oaxaca. Contrastes así demuestran que hay un gobierno para los poderosos y otros para las comunidades indígenas, violando así el artículo 19 del Convenio 169 de la OIT.

Sierra Tarahumara. Chihuahua. 
La reforma en cuestión también repercutió en la explotación de los bosques donde son vendidas y rentadas las tierras a las compañías madereras, provocando la deforestación y la acumulación de tierras por los caciques y las grandes compañías. Un ejemplo de esto se vive en la Sierra Tarahumara, en el estado de Chihuahua, en donde pequeños propietarios y 294 campesinos indígenas y mestizos se disputan ante los tribunales agrarios 3 mil 364 hectáreas en una de las zonas más ricas de la sierra, Pinos Altos en la región de Basaseachic (con potencial minero, forestal y turístico). En esta zona compañías mineras como Fresnillo Company, Grupo Peñoles y Tonto, Inc., llevan a cabo 150 proyectos de explotación minera. Los campesinos reclaman una invasión sobre terrenos que pertenecen al ejido por parte de Abelardo Pérez Campos, ex diputado federal del PRI, cuya familia ha extraído ilegalmente millones de pies cúbicos de madera. La deforestación está provocando un genocidio indirecto puesto que las tierras dejan de regenerarse sin el bosque, las sequías son cada vez más frecuentes y prolongadas. En la Sierra Tarahumara las compañías transnacionales han provocado la pérdida de la biodiversidad, terminando con la posibilidad de subsistencia del pueblo rarámuri ya que su hábitat está cambiando y con ello su cultura. En este lugar, además, muchos mestizos han ido cercando lotes de tierra sin derecho alguno y sin mediar ningún tipo de acuerdo comunitario o de asamblea. Los mestizos han ido cercando y acaparando terrenos con la pretensión de reclamarlos más tarde como propiedad privada. Debido a la falta de tierra, la deforestación y las sequías, aparecen entre la población altos índices de desnutrición y mortandad infantil. 

Chimalapas, Oaxaca. 

Otro ejemplo en el que vemos la violación del derecho a la tierra y los recursos naturales de los pueblos indígenas es el que ocupa el territorio de las comunidades indígenas zoques que habitan en la región de los Chimalapas, ubicada en el Estado de Oaxaca y sus límites con el Estado de Chiapas. Dichos pueblos pertenecen a la última selva alta de México y debido a la riqueza natural, las compañías madereras, ganaderos, e incluso algunas autoridades de los estados de Chiapas y Oaxaca se han interesado en la explotación de los recursos con lo que han afectado a las comunidades indígenas de la región. Para ello se ha colonizado la zona creando conflictos en la comunidades, se ha reducido y dividido el territorio de los zoques, no se han respetado los acuerdos por parte de los gobiernos de Oaxaca y Chiapas, y se ha reprimido a la población para evitar la conciliación: 

En 1950 el gobierno del Estado de Chiapas impulsó la colonización e invasión de las tierras comunales zoques por parte de indígenas tzotziles y tzeltales de los Altos de Chiapas en contubernio con la Secretaría de Reforma Agraria para facilitar la explotación de la selva y la ganadería señalando, -(en contravención al artículo 3o de la Constitución del Estado de Chiapas y al artículo 28 de la correspondiente a Oaxaca),- que 160 mil hectáreas de los terrenos comunales de los Chimalapas se encontraban dentro del estado de Chiapas y no dentro de Oaxaca. Dicha colonización provocó enfrentamientos por 25 años entre indígenas de Oaxaca e indígenas de Chiapas. Añadiéndose a dicha problemática, el territorio zoque - Chimalapa fue reducido de 900 mil hectáreas a 594 mil hectáreas en 1967 cuando el gobierno mexicano extendió el decreto presidencial de Reconocimiento y Titulación de Bienes Comunales a favor de dos comunidades cuando era una sola. 

Los anteriores hechos provocaron conflictos en la región por lo que en 1991 las comunidades desarrollaron un proceso de conciliación agraria en el que incorporarían a los campesinos chiapanecos como comuneros. Dicho proceso fue obstaculizado por el gobierno de Chiapas reprimiendo a los campesinos y amenazando a la comisión conciliatoria. Posteriormente se han intentado llevar a cabo otros acuerdos agrarios (20 de diciembre de 1993 y 25 de julio de 1995) para resolver la problemática, sin embargo el gobierno federal, el gobierno del Estado de Chiapas y Oaxaca no han respetado los acuerdos, por lo que la invasión por parte de ganaderos privados y madereros continúa. La problemática agraria y la explotación de los recursos naturales han sido denunciadas ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos, sin embargo, aún cuando se tienen 7 expedientes en dicha Comisión Gubernamental ninguno ha sido resuelto satisfactoriamente por lo que continúa la impunidad en la región en contra de los indígenas. (7)
El Megaproyecto del Itsmo de Tehuantepec, Oaxaca. 
Además de las modificaciones constitucionales y la negligencia de algunas autoridades en la resolución de conflictos por la tierra y protección de recursos de los pueblos indígenas, éstos, no son informados ni han sido invitados por parte de las autoridades gubernamentales para efectuar estudios conjuntos para evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos (art. 7o - 3 Convenio 169 de la OIT), como ejemplo presentamos el megaproyecto del Istmo de Tehuantepec (MIT) (8): 

La región del Istmo se encuentra ubicada en la parte sur de la República Mexicana ocupando parte de los Estados de Veracruz y Oaxaca, en su interior se encuentran distribuidos 81 municipios y cuenta con una población superior a los dos millones de habitantes. En esa región se encuentran 450 mil integrantes de pueblos zapotecas, huaves, mixes, zoques y chontales. 

El megaproyecto del Istmo de Tehuantepec contempla la construcción de una autopista de 4 carriles y vías dobles para un "tren bala" para transporte de mercancías en contenedores cuyo derecho de operación y propiedad será mayoritariamente del capital transnacional. Esto incluyendo las tierras que ocupen en todo el trayecto de los puertos de Coatzacoalcos, en el Golfo de México a Salina Cruz, en el Océano Pacífico. 

En dicha ruta se desarrollarán 146 proyectos industriales entre los que se encuentran: 

a) Industria Química y Petroquímica en Cosoleacaque, Coatzacoalcos, Ixhuatlán del Sureste y Salina Cruz. 

b) Refinación en Salina Cruz. 

c) Industria Forestal: Plantaciones comerciales de Eucalipto en Las Choapas, Agua Dulce, Moloacán, Los Tuxtlas, Cuenca del Río Uxpanapa en el Estado de Veracruz; Chimalapas, Santiago Yaveo y San Juan Cotzocón en el Estado de Oaxaca. Se prevé para ello una planta de celulosa para papel en Coatzacoalcos. 

d) Pesca: Camaronicultura, rehabilitación de la flota camaronera. 

e) Maquiladoras textiles. 

f) Explotación de minerales no metálicos: Mármol, roca fosfórica, sal de mar y cal. 

g) Ampliación del complejo hotelero turístico en Huatulco - Oaxaca.

Aún cuando se ha dicho que esto traerá miles de empleos a la región, los pueblos indígenas no han sido consultados, informados o invitados a analizar el impacto del proyecto como lo estipulan los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la OIT. Lo anterior a pesar de que la magnitud del proyecto afectará el territorio y los recursos naturales de los pueblos. 

Además del megaproyecto, en la región del Istmo, los pueblos indígenas han tenido experiencia con respecto al impacto de la industria petroquímica: la Cuenca del Río Coatzacoalcos es contaminada por hidrocarburos, tóxicos acumulados por toneladas e incineración de organoclorados que liberan al aire sustancias cancerígenas que la población respira. Los cuerpos de agua (lagunas, esteros, arroyos, pantanos, manglares y mantos friáticos) están altamente contaminados al grado que más de 2400 familias de pescadores de la cuenca y de la rivera perdieron su forma de vida; los pantanos (150 Km2), un ecosistema con una biodiversidad es única en fauna y flora, fueron destruidos al utilizarlos como basurero y descarga industrial de los Complejos Petroquímicos de Cosoleacaque y la Refinería de Minatitlán, así como por los de Pajaritos y Cangrejera en el margen derecho del Río Coatzacoalcos. Hasta la fecha, las autoridades han permitido dicha contaminación. 

Con respecto al proyecto forestal contemplado en la región, se teme que las plantaciones comerciales de eucalipto repitan las experiencias de los ejidatarios de los Municipios "Las Choapas" y "Agua Dulce", del Estado de Veracruz, y en Huimanguillo, del Estado de Tabasco, donde arrendaron sus parcelas a compañías papeleras de capital estadounidense por un mínimo de 7 años teniendo que seguir arrendando su parcela por otros 21 años o hacerse socios de las empresas entregando su tierra como aportación de capital a un negocio donde quedan relegados en la participación y acceso a la contabilidad. Además, el monocultivo de eucalipto ocasiona el empobrecimiento del suelo (9) y tendría un gran impacto en el ecosistema de los Chimalapas, Uxpanapa y otras regiones selváticas del Istmo. 

En torno al proyecto de la Camaronicultura se ha tenido la experiencia de que antes de 5 años se abandona el proyecto porque el ecosistema donde se implementó ha quedado altamente alterado y contaminado. 

Debido a estas experiencias, numerosas organizaciones indígenas han denunciado los efectos que podría tener el megaproyecto en la biodiversidad, las tierras y recursos de los pueblos de la región, así como el impacto ambiental y económico a nivel nacional. Por ello se ha pedido a las autoridades gubernamentales que dicho proyecto se someta a referéndum nacional. Sin embargo, hasta el momento se desconoce respuesta alguna. 

La conservación de la tierra, el territorio y los recursos para los indígenas son fundamentales para hacer efectivos otros derechos como la cultura, la administración de justicia según el propio derecho indígena, la lengua y la libre determinación. En México se ha impulsado el reconocimiento de algunos derechos contemplados en el Convenio 169 de la OIT con las modificaciones al artículo 4o y a 14 de 32 legislaciones estatales, sin embargo, aún no ha sido efectiva la aplicación de dichos derechos. 

Exposición a Plaguicidas y condiciones de trabajo. 
Como parte de las estrategias de sobrevivencia, los pueblos indígenas han tenido que migrar a plantaciones de café u otros cultivos como el tabaco donde las condiciones de trabajo son de discriminación y de peligrosidad para su salud pues utilizan plaguicidas que pueden causar la muerte, agravándose el hecho de no tener ninguna información sobre el manejo de los mismos y de no poderla leer debido al analfabetismo y a que los señalamientos de dichos productos se encuentran en una lengua ajena a la de los usuarios. A pesar de que el uso de los plaguicidas es un problema generalizado en México, los pueblos indígenas son los más afectados por los grados de desnutrición que presentan, la insuficiencia de servicios médicos y la carencia de capacitación e información sobre estos productos. Tal es el caso de las condiciones laborales de los wixaritari que en lo siguiente desarrollamos. (10) 

En México se importan y comercializan productos prohibidos en otros países (DDT, Clordano, Lindano, Aldicarb, Paratión...) al igual que productos que no lograron ser registrados en los países exportadores. Estos pueden ser adquiridos en México sin ningún tipo de control, recomendación o capacitación. No existe prevención en el uso de plaguicidas. Tampoco se proporcionan equipos protectores ni infraestructura en las instituciones de salud en el área rural para la atención de intoxicados. 

La legislación mexicana en lo referente a plaguicidas se caracteriza por el alto número de instancias con competencias en la materia (ocho Secretarías de Estado, además de una Comisión Intersecretarial), por el muy limitado cumplimiento de tal legislación (menos del dos por ciento de las consignaciones que la Procuraduría del Medio Ambiente hace ante las instancias judiciales surten algún efecto, nunca el dueño de una empresa contaminadora ha recibido un citatorio y ningún funcionario ha sido destituido o encarcelado por negligencia o corrupción al no cumplir la legislación vigente); y por la adhesión o suscripción, por parte del gobierno mexicano, al menos a 9 lineamientos y convenios internacionales aplicables a plaguicidas. 

Aún con la legislación e instituciones existentes los servicios de inspección y vigilancia de la leyes son inexistentes. Por lo mismo, no se llevan a cabo monitoreos, controles y evaluación de riesgos en el uso de plaguicidas. 

Los plaguicidas en México, se inscriben dentro de una estrategia de desinformación. Los agricultores mexicanos no tienen noticia sobre otras técnicas alternativas al uso de plaguicidas en la lucha contra las plagas. En consecuencia, los plaguicidas son percibidos como sustancias imprescindibles y muy poco ofensivas. De hecho, los plaguicidas son nombrados por la mayor parte de los campesinos con términos como "polvo" o "líquido", "medicina" o "remedio", lo que muestra que los jornaleros no identifican la peligrosidad letal de los mismos. 

Los jornaleros indígenas, y sobre todo aquellos jornaleros migrantes que laboran en los campos de Nayarit, Sonora y Sinaloa (11) son considerados como mano de obra barata sin derechos ni condiciones laborales como lo marca la ley. Con respecto a los plaguicidas la situación es aún peor, ya que muchas veces las instrucciones y precauciones vienen en un idioma ajeno, y en ocasiones, no se sabe leer.

Caso del Pueblo Wixárica o Huichol. 
El caso que presentamos habla del pueblo wixárika o huichol que se encuentra en la zona norte del estado de Jalisco, donde existe una gran diversidad biológica y ambiental que está en peligro de desaparecer debido a la erosión del 16% de sus suelos, y a que los ríos principales presentan indicios de contaminación y han perdido la mayoría de las especies. Plaguicidas restringidos como el DDT y Lindano siguen usándose. El DDT lo emplea la propia Secretaría de Salud en sus campañas de paludismo, representando un gran riesgo para la salud y el medio ambiente. En ocasiones los empleados del gobierno abandonan el DDT en las comunidades donde la población se lo unta en la piel o cuero cabelludo para librarse de parásitos. 

De un 17 a 25% de la población wixárika se dedica a la producción de alimentos, sin embargo la producción local actual es insuficiente y todas las comunidades experimentan una deficiencia alimenticia anual. 

Los planes, programas y proyectos oficiales (INI, SAGAR, Desarrollo Rural, PROCAMPO, FIRA, etc.) han introducido insumos dañinos al medio ambiente y a la salud de los wixaritari. En la sierra se ha promovido el uso de plaguicidas, especialmente herbicidas (Gramoxone o Paraquat y Esterón o 2-4, D) y también fertilizantes sintéticos que ya invadieron las comunidades. Según la Universidad de Guadalajara y el Instituto Nacional Indigenista (INI) en Jalisco, en la Sierra Wixárika se aplicaron en 1995, 156.1 toneladas de fertilizante, 1273 litros de herbicidas, 219 litros de insecticidas y 132 kilos de insecticidas. 

La utilización indiscriminada de herbicidas e insecticidas agrícolas, así como de algunos insecticidas caseros como el OKO y el Baygón, y el uso que la propia Secretaría de Salud hace del DDT, que ya se mencionó anteriormente ha tenido como consecuencia intoxicaciones agudas, crónicas y defectos de nacimiento. 

Los plaguicidas en los campos de Tabaco. 
Alrededor del 40% de los wixaritari suelen bajar a los campos de tabaco para emplearse como jornaleros migrantes en Nayarit. En el cultivo del tabaco se han promovido los plaguicidas como insumo "indispensable", muchos de ellos altamente tóxicos y peligrosos. Debido al aumento en la utilización de los agroquímicos, las intoxicaciones de los jornaleros y ejidatarios dela región se han incrementado hasta llegar a ocupar, el estado de Nayarit, el primer lugar en intoxicaciones en las temporadas 94-95 y 95-96, siguiéndolo en segundo lugar el estado de Jalisco. En 1996, 860 personas fueron internadas por intoxicaciones agudas en Nayarit, según un reporte del Centro de Toxicología de Tepic, institución que advierte un subregistro debido al desconocimiento de los médicos sobre los padecimientos que causan los químicos. La desnutrición que padece el pueblo wixárika lo hace todavía más vulnerable a los efectos de los plaguicidas sobre su salud, especialmente entre mujeres y niños.

Jornaleros migrantes, trabajadores sin derechos. 
Las pésimas condiciones de vida de los jornaleros migrantes en los campos de tabaco han ido empeorando debido al aumento del uso de plaguicidas tóxicos y sus proporciones de ingredientes activos, sin que haya existido ningún tipo de control por parte de las autoridades de salud y/o medio ambiente ni, mucho menos, por parte de las compañías tabacaleras que los propician o las empresas distribuidoras de plaguicidas. 

Hasta el momento no se han tomado en cuenta los derechos de los ejidatarios ni de los jornaleros migrantes indígenas en los siguientes aspectos: Derecho a la información; Información actualizada y fidedigna sobre los plaguicidas que se les venden en los paquetes tecnológicos y que están obligados a usar; utilización de equipo protector (mínimo) necesario; que niños y adolescentes no apliquen plaguicidas; sacar a los trabajadores de los campos cuando se aplican; señalización en los campos de la sustancia aplicada y fijación de periodos de reentrada; recolección de envases vacíos de plaguicidas por parte de los expendedores para perforarlos y llevarlos a basureros de desechos tóxicos. 

Esta situación hace que los indígenas estén sometidos a condiciones de trabajo peligrosas para su salud "como consecuencia de su exposición a plaguicidas o a otras sustancias tóxicas" (Artículo 20 del Convenio 169 de la OIT). Además, las condiciones mínimas laborales y de alojamiento no se cumplen. La mayor parte de los jornaleros indígenas (mayores y menores) viven durante dos o tres meses en las plantaciones bajo ramadas o sartas de tabaco impregnadas por las sustancias tóxicas. Muchas veces se fumiga con mochila, tractor o avioneta, bañando personas, utensilios de cocina y pertenencias. También es frecuente que los jornaleros migrantes tengan que acudir para bañarse y lavar la ropa a los canales de riego contaminados provenientes de las aguas del río Santiago. Los niños trabajan con la misma intensidad que los adultos para poder contribuir al salario familiar (condición que debe evitarse según el Convenio 138 de la OIT, también firmado por México). Mientras se encuentran en los campos tabacaleros de Nayarit, los niños no pueden asistir a la escuela. 

En cuanto a la asistencia médica oportuna, los "pases" para el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) son restringidos, en ocasiones son vendidos por los ejidatarios o regalados a sus parientes. El salario diario de un trabajador de tabaco es de $20 a $30 pesos ($ 3 a 4 USD), sin embargo, los jornaleros migrantes indígenas, por su trabajo de corte y ensarte, trabajan a destajo cobrando por sarta de 50 kilos. Pagándoseles por sarta de $2.00 a $3.00. ( $ 0.25 a 0.375 USD). Es decir, un grupo familiar wixaritari (de 5 a 6 personas) trabajando 18 horas diarias pueden lograr 60 sartas al día. ($15 a 19.5 USD), es decir unos $ 4 a 4.5 USD al día. 

Ante estas condiciones y la detección de enfermedades a causa de los plaguicidas se ha escrito a autoridades ejidales, regionales, y nacionales como lo son la Asociación Mexicana de Arte y Cultura Popular (AMACUP); el Consejo de Vigilancia del ejido El Limón; al Gobernador del Estado; a la compañía Tabamex; a las autoridades de Salud; a la Secretaría de Medio Ambiente (SEMARNAP); al Secretario de Salud del Estado de Jalisco; al Presidente de la República; a los Gobernadores de Nayarit, Durango, Zacatecas; a los Secretarios de Agricultura; etc. En ellas se pide que se detenga en México la venta de agroquímicos que ya están prohibidos en algunos países del mundo; se indemnice a los familiares afectados; se suspenda la promoción de estas sustancias tóxicas por parte de las autoridades gubernamentales y se apoyen las formas naturales de dar salud a los suelos y trabajar la tierra. De ésto sólo se obtuvo respuesta de dos autoridades donde se señala que se está llevando una investigación al respecto y por parte de la Secretaría del medio ambiente donde señala que se analizará la viabilidad de la solicitud. (12) 

El desentendimiento de las autoridades acerca de la salud, el trabajo, y en general, la situación socioeconómica de los pueblos descrita anteriormente se ha visto agravada por la carencia de mecanismos legales e institucionales que protejan las tierras y territorios de los pueblos indígenas.

Recomendaciones sobre Plaguicidas 
Las propuestas que a continuación se señalan cuentan con un requisito previo. Deben ser llevadas a cabo dirigiéndose especialmente a la población indígena de México y, en consecuencia, atendiendo a sus concepciones culturales propias y a sus lenguas. No por nada los jornaleros migrantes, de los que los indígenas son mayoría, son los más expuestos y desprotegidos. 

Difusión de la información 
· Información a los jornaleros por medio de las radiodifusoras del Instituto Nacional Indigenista (INI), en lo relacionado con las normas y medidas de seguridad relativas a los plaguicidas (en el manejo, transporte, almacenamiento, uso, equipo protector adecuado), las vías de acceso al cuerpo y, haciendo énfasis, en sus efectos a la salud a corto, medio y largo plazo. 

Capacitación 
· Capacitación específica a los trabajadores encargados de la preparación y aplicación de plaguicidas, sobre los riesgos generales a la salud y al medio ambiente (por ej. contaminación de fuentes de agua) e información oportuna y actualizada sobre sus efectos a corto, mediano y largo plazo. 

· Capacitación básica a todos aquellos funcionarios y empleados de instituciones públicas relacionados directamente con el trabajo de los jornaleros (promotores de Jornaleros Agrícolas, de Desarrollo Rural, del Instituto Nacional Indigenista, de la Secretaría de Salud, etc.) en las características, grados de toxicidad y riesgos a la salud de los plaguicidas. 

· Capacitar oportunamente en el tratamiento de intoxicados a los médicos que trabajen en zonas de alto riesgo (áreas agroindustriales y/o de riego, por ejemplo) además de proporcionar los medios y antídotos necesarios. 

Condiciones laborales y seguridad 
· Que los aplicadores cuenten con el equipo protector adecuado y necesario y que su suministro corra por cuenta de la agroindustria o patrón que sea demandante de la aplicación de los plaguicidas. 

· Que se mejoren las condiciones básicas de vida y se establezca una infraestructura mínima necesaria para que los jornaleros y sus familias no estén expuestos a las sustancia tóxicas en la vida diaria ni en la realización de sus labores. Especialmente las mujeres embarazadas y los niños. 

· Que los jornaleros tengan acceso a fuentes de agua purificada, gratuita. 

· Que se lleve a cabo una señalización adecuada y completa, en los campos, sobre el plaguicida aplicado, su grado de toxicidad, sus efectos a la salud y el nombre del antídoto adecuado. También del día y la hora en que se aplicó, así como de las horas/días en los que nadie debe entrar a ese campo. (Periodo de re-entrada). 

· Que los jornaleros no permanezcan en los campos en el momento de la aplicación de los plaguicidas y se establezcan y cumplan los periodos de re-entrada a los mismos. 

· Que los jornaleros tengan acceso directo a los servicios de salud del IMSS, sin la necesidad de los "pases" restringidos que, en el momento actual y en no pocas ocasiones, son objeto de venta y de otras prácticas fraudulentas. 

Conocimiento de la situación 
· Se lleven a cabo monitoreos de salud entre la población expuesta y se cumpla con los planes nacionales de control epidemiológico, para que se pueda contar con datos e informes reales y confiables. 

Alternativas 
· Promoción real de alternativas agrícolas orgánicas, que vayan más allá de la simple enunciación de un supuesto desarrollo sustentable que no presenta planes concretos. 

NOTAS DE PIE DE PAGINA 
(1)Ver página 20 y 21 para más recomendaciones sobre Plaguicidas.
(2)Por lo general los niños entran a la escuela a la edad de 3 años.
(3)Anexo 1: Violaciones a las garantías individuales de los pueblos indígenas de diciembre de 1988 a diciembre de 1994.
(4) Según el informe emitido por la Brigada Elisa Martínez en 1996 que elaboró un censo de la prostitución en la región de la Merced de la Ciudad de México, de 1,395 mujeres de vía pública 60% son originarias de comunidades indígenas de Hidalgo, Tlaxcala, Chiapas, Veracruz y Guerrero. En algunos casos dichas mujeres sufren la inducción forzada al consumo de drogas y la venta periódica en sus lugares de trabajo; tienen presencia del VIH y otras Enfermedades de Transmisión Sexual (ETS).
(5)"Reforma del Estado, Política social e indigenismo en México" 1988 - 1994, Tesis de Maestría de María Cristina del pilar Oehmichen Bazan, ENAH, México D.F, 1997 
(6)Anexo 2: Recomendaciones de la CNDH sobre la violación a Derechos Humanos de los pueblos indígenas en materia agraria
(7)Anexo 3: Chimalapas. a) Violación a los Derechos Humanos indígenas y contravención del gobierno mexicano al Convenio 169 O.I.T. en las comunidades indígenas de la selva de los Chimalapas, México. b) Diversidad Biológica en los Chimalapas. c) Problemática Agraria de la selva de los Chimalapas. d) Expedientes instaurados ante la CNDH.
(8)Anexo 4: Mapa de la región del Istmo.
(9)Es conocido que el eucalipto extrae mayor número de nutrientes (como fósforo, calcio, nitrógeno, y potasio) de los que puede reintegrar al suelo. Además, su comportamiento es alelopático, es decir, sus hojas, ramas y raíces inhiben el crecimiento de hicerbas de otra especie junto a él; por último, la demanda de agua de éste árbol puede afectar los mantos friáticos que recargan manantiales. 
(10)Anexo 5: a) Los Plaguicidas en México. Un Caso Concreto : plaguicidas y wixaritari. b) Casos de Intoxicación. 1980-1997. c) Testimonios del Video. Hicholes y plaguicidas. d) Dirty Dozen, e) Video. "Huicholes y Plaguicidas" Red de Acción sobre Plaguicidas y Alternativas en México. 1994.
(11)Para ubicar los casos de intoxicaciones en dichos lugares ver Anexo 5, b)
(12)Los documentos se encuentran en el Anexo 5, a) 
http://www.sjsocial.org/PRODH/Publicaciones/Informes/info_htm/prodh%20con%20otros/ilo1espa%F1ol.htm 
